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REPÚBLICA DE COLOMBIA

JUZGADO DIECISÉIS ADMINISTRATIVO ORAL DE MEDELLÍN
Quince (15) de diciembre del dos mil catorce (2014).

REFERENCIA: 

EXPEDIENTE No. 05001-33-33-016-2014-01457-00

CONCILIACIÓN PREJUDICIAL

SOLICITANTE: FREDDY QUINTERO OLIVEROS  
SOLICITADA: CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES
AUTO INTERLOCUTORIO No.     
ASUNTO: IMPRUEBA EL ACUERDO CONCILIATORIO 
El señor Freddy Quintero Oliveros, actuando por intermedio de apoderado judicial, presentó solicitud de conciliación prejudicial ante los Procuradores Judiciales Delegados ante la Jurisdicción Administrativa, con el fin de que se convocara a audiencia de conciliación a la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares – CREMIL, para que proceda al pago del equivalente al reajuste de su asignación de retiro con base en el I.P.C. para los años 1997, 1999, 2001, 2002, 2003 y 2004, así mismo por considerar que dichos reajustes de los valores pagados por la modificación que resulta de dicha actualización de los salarios y asignaciones de retiro después del 2004, de conformidad con el Decreto 4433 de 2004, aclarando que dichas correcciones deben hacerse hasta la fecha. 

FUNDAMENTO FÁCTICO DE LA SOLICITUD.

El convocante tiene asignación de retiro reconocida por la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares.

Indica que las diferencias entre el aumento realizado con base en el Principio de Oscilación y el porcentaje de incremento al I.P.C., durante los años 1997, 1999, 2001, 2002, 2003 y 2004.

ANTECEDENTES
· La audiencia de conciliación se realizó ante la Procuraduría 5 Judicial II Administrativa, el día 23 de septiembre de 2014 y en ella las partes arribaron a un acuerdo, en los términos que aparecen consignados en el Acta No. 370, visible a fls. 56 y 57. 
· Las diligencias fueron remitidas a los Juzgados Administrativos de Medellín, correspondiéndole por reparto a este Despacho Judicial (fls. 69 y 70). 

CONSIDERACIONES
1.
Del acuerdo conciliatorio.
En Audiencia de Conciliación celebrada por las partes el día 23 de septiembre de 2014, las partes llegaron al siguiente acuerdo: 

“…el día 5 de septiembre de 2014, en reunión ordinaria el comité de Conciliación se sometió a consideración la solicitud elevada por el señor Freddy Quintero Oliveros, por lo anterior la decisión de los miembros del comité es conciliar el presente asunto bajo los siguientes parámetros: 1) Capital: se reconoce en un 100%; 2) indexación: será cancelada en un porcentaje del 75%; 3) pargo: el pago se realizará dentro de los seis meses siguientes a la solicitud de pago y previa aprobación del juzgado correspondiente; 4) intereses: no habrá lugar al pago de intereses dentro de los seis meses siguientes a la solicitud de pago 5) el pago de los anteriores valores esta sujetó (sic) a la prescripción cuatrienal; 6) los valores correspondientes al acuerdo conciliatorio se encuentran señalados en la liquidación la cual se anexa la presente certificación, bajo estos parámetros se entiende que la conciliación es total; lo anterior consta en el acta No 71 de 2014. A continuación relaciono y discrimino la liquidación del IPC desde el 10 de abril de 2010 hasta el 5 de septiembre de 2014, reajustada a partir del 19 de junio de 2004 hasta el 31 de diciembre de 2004 más favorable…”
2.
Generalidades de la conciliación prejudicial.
De acuerdo con la definición que trae el artículo 64 de la Ley 446 de 1998, la Conciliación “es un mecanismo de resolución de conflictos a través del cual, dos o más personas gestionan por sí mismas, la solución de sus diferencias, con la ayuda de un tercero neutral y calificado, denominado conciliador”. 

Según lo preceptuado por el artículo 70 de la Ley 446 de 1998, las personas jurídicas de derecho público, pueden conciliar total o parcialmente, en las etapas prejudicial o judicial “... sobre conflictos  de carácter particular  y contenido económico de que conozca o pueda conocer la jurisdicción de lo contencioso administrativo a través de las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código Contencioso Administrativo. ...”.  

A su vez el artículo 80 ibídem, señala que “Antes de incoar cualquiera de las acciones previstas en los  artículos 85, 86 y 87 del Código Contencioso Administrativo, las partes individual o conjuntamente, podrán formular solicitud de conciliación prejudicial, al Agente del Ministerio Público asignado al Juez o Corporación que fuere competente para conocer de aquellas...".
Ahora bien, el articulo 161 de la Ley 1437 de 2011 Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, al referirse a los requisitos previos para demandar, dispone en su numeral primero, “…cuando los asuntos  sean conciliables, el trámite de la conciliación extrajudicial constituirá requisito de procedibilidad de toda demanda en que se formulen pretensiones relativas a nulidad con restablecimiento del derecho, reparación directa y controversias contractuales…” 
De las normas anteriores se deduce, que los asuntos que pueden conciliarse en la etapa prejudicial deben ser de aquellos cuyo conocimiento corresponda a la jurisdicción contencioso administrativo, mediante el ejercicio de los medios de control de nulidad y restablecimiento del derecho, reparación directa y contractual, que son las reguladas en los artículos 138, 140 y 141 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo

3.
Presupuestos para la conciliación prejudicial en materia contencioso administrativa.

En materia contencioso administrativa, la conciliación extrajudicial sólo puede ser adelantada ante los agentes del Ministerio Público asignados a esta jurisdicción (artículo 23
), y las actas que contengan “…conciliaciones extrajudiciales en materia contencioso administrativo se remitirán a más tardar dentro de los tres (3) días siguientes al de su celebración, al juez o corporación que fuere competente para conocer de la acción judicial respectiva, a efecto de que imparta su aprobación o improbación. El auto aprobatorio no será consultable” (artículo 24 ibídem). Y según lo ha señalado la jurisprudencia, los presupuestos para la aprobación de un acuerdo conciliatorio son los siguientes: 

“-La debida representación de las personas que concilian; 

“-La capacidad o facultad que tengan los representantes o conciliadores para conciliar; 

“-La disponibilidad de los derechos económicos enunciados por las partes; 

“-Que no haya operado la caducidad de la acción; 

“-Que lo reconocido patrimonialmente esté debidamente respaldado en la actuación, y 

“-Que el acuerdo no resulte abiertamente lesivo para el patrimonio público.”
 (Resaltos intencionales)
Corresponde al Despacho revisar el acuerdo conciliatorio a que se llegó ante el Procurador 5 Judicial II Administrativo Delegado ante los Juzgados Administrativos de Medellín, que no es otro que el efectuado el 23 de septiembre de 2014, consignado en el Acta No. 370-14, con el fin de establecer si se cumplieron los requisitos de procedibilidad y de fondo, señalados en la ley, ya que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 73 de la Ley 466 de 1998, “La autoridad judicial improbará el acuerdo conciliatorio cuando no se hayan presentado las pruebas necesarias para ello, sea violatorio de la ley o resulte lesivo para el patrimonio público...". (Resaltos intencionales).
4.
Liquidación e incremento de la Asignación de Retiro del personal de la Fuerza Pública (Policía Nacional y Fuerzas Militares) con base en el Principio de Oscilación y en el IPC.

La asignación de retiro del personal que hace parte de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional de Colombia, se encuentra regulada en el Decreto 1211 de 1990 (artículos 163 y 169), el Decreto 1212 de 1990 (artículos 144 y 151), el Decreto 1213 de 1990 (artículos 104 y 110), el Decreto 1091 de 1995 (artículos 51 y 56) último para el personal Administrativo de la Policía Nacional, y el Decreto 4433 de 2004.

En dicha normatividad se establece, que la liquidación e incremento de las mesadas que componen la asignación de retiro se efectúa de conformidad con el Principio de Oscilación, es decir, tomando en cuenta las variaciones que en todo tiempo se introduzcan en las asignaciones de actividad para cada grado del que hace parte las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, según el caso.

Así mismo, se consagra que dichas asignaciones nunca pueden ser inferiores al salario mínimo legal mensual y expresamente se señala, que los titulares de estas asignaciones o sus beneficiarios, no podrán acogerse a normas que regulen ajustes prestacionales en otros sectores de la Administración Pública, a menos que así lo disponga expresamente la Ley.
A través de la Ley 100 de 1993, se desarrolló el artículo 48 de la Constitución Política y se creó el Sistema General de Seguridad Social, conformado por los regímenes generales establecidos para pensiones, salud, riesgos profesionales y los servicios sociales complementarios definidos en los mismos (artículo 8 de la Ley 100); y en lo referente a las “pensiones”, en el Artículo 14 se indicó que para garantizar el poder adquisitivo constante, estas se reajustarían anualmente, según la variación porcentual del Índice de Precios al Consumidor IPC, certificado por el DANE para el año inmediatamente anterior. 

Pese a ello, este reajuste con base en el IPC no le era aplicable a la asignación de retiro del personal de la Fuerza Pública, porque la citada Ley 100 de 1993 en el artículo 279, excluyó de su aplicación, entre otros regímenes, el de las Fuerzas Militares y el de la Policía Nacional a los cuales no le eran aplicables los contenidos normativos del Estatuto General de Seguridad Social y por tanto, el incremento de la asignación de retiro se verificaba en cumplimiento del principio de oscilación que sí les era aplicable.
Sin embargo, posteriormente y por disposición del artículo 1º de la Ley 238 de 1995, el artículo 279 citado, fue adicionado en un parágrafo, expresándose lo siguiente:

“PARÁGRAFO 4. Las excepciones consagradas en el presente artículo no implican negación de los beneficios y derechos determinados en los artículos 14 y 142 de esta ley para los pensionados de los sectores aquí contemplados.”.

En consecuencia, a partir de la entrada en vigencia de la Ley 238 de 1995, es decir desde el 26 de diciembre de 1995 (Diario Oficial No. 42.162 de esa fecha), las personas pertenecientes a los regímenes excluidos de la aplicación de la Ley 100 de 1993, entre ellos el de la Policía Nacional y las Fuerzas Militares, podrían acceder al beneficio consagrado en el Artículo 14 de la Ley 100 de 1993 que previó el reajuste de las pensiones teniendo en cuenta la variación porcentual del Índice de Precios al Consumidor IPC cuando les fuera más beneficioso, teniendo en cuenta que en algunos años, el incremento por el principio de oscilación era más beneficioso que el incremento con base en el IPC. Lo anterior era posible porque se cumplía el presupuesto señalado en los artículos 169 del Decreto 1211 y 151 del Decreto 1212 de 1990 que indicaban que no se podían beneficiar de los ajustes prestacionales de otros regímenes “a menos que así lo disponga expresamente la Ley”

No obstante, el derecho de reajuste con base en el Índice de Precios al Consumidor de las asignaciones de retiro y pensiones sujetas al régimen especial de la Fuerza Pública fue temporal, resultó limitado en el tiempo por la entrada en vigencia del Decreto 4433 de 2004, es decir hasta el 31 de diciembre de 2004 (Diario Oficial No. 45.778), el cual, en su artículo 42, estableció nuevamente el principio de oscilación para efectos de actualizar las referidas prestaciones, con la expresa prohibición de acogerse a otras disposiciones que regulen ajustes en otros sectores de la administración pública.

Por lo expuesto, es claro que a los miembros de la Fuerza Pública (Policía Nacional y Fuerzas Militares) les asiste el derecho a que su Asignación de Retiro les sea reajustada, liquidada e incrementada con base en la variación porcentual del Índice de Precios al Consumidor IPC, certificado por el DANE para el año inmediatamente anterior, de acuerdo con lo señalado en el artículo 14 de la Ley 100 de 1993, cuando este le resultare más beneficioso que el incremento fijado con base en el principio de oscilación, a partir de la entrada en vigencia de la Ley 238 de 1995, pero sólo hasta el 31 de diciembre de 2004, porque con posterioridad a esa fecha, el incremento de la asignación de retiro está sometido sólo al principio de oscilación propio de ese régimen especial, todo ello,  tal como lo ha aplicado el H. Consejo de Estado en varias sentencias, entre ellas la decisión de 17 de mayo de 2007
 de la Sala Plena de la Sección Segunda de la Sala de lo Contencioso Administrativo, la sentencia de 16 de abril de 2009,
 en la sentencia de 11 de junio de 2009
, en la Sentencia de 5 de noviembre de 2009
, en la sentencia de 3 de diciembre de 2009
 y por último, en sentencia del 19 de abril de 2012
.
5.
El caso concreto.

En el caso concreto, el convocante pretende la reliquidación y reajuste de la asignación de retiro reconocida por la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares – Cremil, mediante Resolución 1343 del 4 de mayo de 2004, efectiva a partir del 19 de junio de 2004 (fls. 23 y 24); adicionándole los porcentajes correspondiente a la diferencia existente entre el incremento en que fue aumentada “la asignación”, en aplicación de la escala gradual salarial porcentual y el índice de precios al consumidor (I.P.C.) que se aplicó para los reajustes pensionales con fundamento en el artículo 14 de la Ley 100 de 1993, norma que dispone el incremento anual de las pensiones, en un porcentaje igual al I.P.C. del año anterior a partir del año 1997 y subsiguientes. 
De acuerdo a la línea jurisprudencial que se ha venido tratando, el Comité de Conciliación de la entidad, estableció como política conciliar tanto en sede judicial como extra judicial, el reajuste mediante índice de precios al consumidor de los sueldos de retiro de los años 1997, 1999, 2000,  2001, 2002, 2003 y 2004, aplicando la prescripción cuatrienal de las mesadas no reclamadas de manera oportuna.

En virtud de lo expuesto, es claro para el despacho que a partir del 19 de junio de 2004, la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares – CREMIL, reconoció al señor Freddy Quintero Oliveros, su asignación de retiro (fl. 24).
Y si bien es cierto, como se analizó en el numeral anterior a los miembros de las Fuerzas Militares les asiste el derecho a que su Asignación de Retiro les sea reliquidada con base en la variación porcentual del Índice de Precios al Consumidor IPC, certificado por el DANE para el año inmediatamente anterior, cuando este le resultare más beneficioso que el incremento fijado con base en el principio de oscilación, esto es sólo hasta el 31 de diciembre de 2004, porque con posterioridad a esa fecha, el incremento de la asignación de retiro está sometido sólo al principio de oscilación propio de ese régimen especial.

En efecto, según las pruebas aportadas al presente trámite, se reitera que al convocante para el 4 de mayo de 2004, apenas se le estaba reconociendo el derecho al disfrute de su asignación de retiro, que se haría efectivo a partir del 19 de junio de la misma anualidad y su liquidación se realizó con base en las normatividad que rige la materia y que se encuentra descrita en la Resolución No. 1343 (fls. 23 y 24), por lo que no posible pensar en un reajuste de su asignación desde la fecha de su reconocimiento y hasta el 31 de Diciembre de 2004 con base en la variación porcentual del Índice de Precios al Consumidor IPC del año inmediatamente anterior, toda vez, que para el Despacho es suficientemente claro, que hacen parte del mismo año 2004.  

Dicho de otra forma, para el segundo semestre de 2004, período en el cual el convocante percibió asignación de retiro en vigencia de la Ley 238 de 1995, dicha asignación no fue incrementada, dado que su pago se realizó con base en  reconocimiento, en el cual se tomó como sustento para su liquidación, el 87% del sueldo en actividad, rubro para el cual no rigió la obligación de surtir su incremento con base en el I.P.C.

En consecuencia, el despacho estima que en el presente caso es errado considerar que el derecho al reajuste de la asignación de retiro conforme al IPC que les asiste a los miembros de la fuerza pública, en virtud de la aplicación de los artículos 14 de la Ley 100 de 1993 y 1 de la Ley 238 de 1995 que viene siendo reconocido desde el año 1997 y hasta el día 31 de diciembre de 2004, sea aplicable a los salarios devengados en servicio activo por el personal de la Fuerza Pública, por cuanto sería aplicar las disposiciones que en materia pensional contempla la Ley 100, al régimen salarial de dichos funcionarios.

En estas condiciones, se improbará la conciliación celebrada el 23 de septiembre de 2014 ante el Procurador 5 Judicial II Administrativa (fl. 38), dado que lo contrario sería, además de violatorio de la ley, lesivo para el patrimonio público.
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO DIECISÉIS ADMINISTRATIVO ORAL DE MEDELLÍN,

RESUELVE

1.
IMPROBAR EL ACUERDO CONCILIATORIO celebrado el 23 de septiembre de 2014 entre FREDDY QUINTERO OLIVEROS y la CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES   (CREMIL) ante el Procurador 5 Judicial II Administrativo, por las razones expuestas en la motivación precedente.

2.
Se dispone la devolución de los anexos a la parte interesada, sin necesidad de desglose.

3.
En firme esta providencia, procédase al archivo de la actuación

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

RODRIGO VERGARA CORTÉS
Juez



JUZGADO DIECISÉIS ADMINISTRATIVO ORAL DE MEDELLÍN





NOTIFICACIÓN A PERSONAL





En Medellín, a los ______ de _______________ de 2014, se notificó personalmente la providencia que antecede, al Procurador 167 Judicial Administrativo Delegado, Dr. HANS WAGNER JARAMILLO. 








______________________________________


Notificado





JUZGADO 16 ADMINISTRATIVO ORAL DE MEDELLÍN





NOTIFICACION POR ESTADO





En la fecha se notificó por ESTADO el auto anterior.





Medellín, _________________________fijado a las 8 a.m.








_____________________________


JUAN CAMILO GIRALDO PEÑA


Secretario








� Hoy a raíz de la entrada en vigencia de la Ley 1437 de 2011 – nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se trata de los medios de control contemplados en los articulo 138, 140 y 141.


� Ley 640 del 2001


� Consejo de Estado, Sección Tercera. Providencia del 27 de Febrero de 2003. C.P. Dra. Maria Elena Giraldo Gómez. Exp. 25000-23-26-000-2002-03150-01(23489).


� Cfr. Consejo De Estado, Sala De Lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Consejero Ponente: Jaime Moreno García, Bogotá, D.C., Sentencia De Diecisiete (17) De Mayo De Dos Mil Siete (2007), Radicación Número: 25000-23-25-000-2003-08152-01(8464-05)


� Cfr. Consejo De Estado, Sala De Lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección B, Consejero Ponente: Víctor Hernando Alvarado Ardila, Bogotá D.C., Sentencia De Dieciséis (16) De Abril De Dos Mil Nueve (2009).-, Radicación Número: 25000-23-25-000-2007-00476-01(2048-08)


� Cfr. Consejo De Estado, Sala De Lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda Subsección B, Consejero Ponente: Víctor Hernando Alvarado Ardila, Bogotá D.C., Sentencia De Once (11) De Junio De Dos Mil Nueve (2009).-, Radicación Número: 25000-23-25-000-2007-00718-01(1091-08)


� Cfr. Consejo De Estado, Sala De Lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección “B”, Bogotá, D. C., Cinco (05) De Noviembre Dos Mil Nueve (2009).-, Consejera Ponente: Dra. Bertha Lucía Ramírez De Páez, Ref.  Expediente No: 250002325000200701191-01, No. Interno: 1030-2009, Actor: Francisco Augusto Rodríguez Arango


� Cfr. Consejo De Estado- Sala De Lo Contencioso Administrativo -Sección Segunda - Subsección “A” - Bogotá, D.C., Tres (3) De Diciembre De Dos Mil Nueve (2009).- Consejero Ponente: Dr. Gustavo Eduardo Gómez Aranguren - Radicación No. 25000 23 25 000 2007 00419 01 (1634-08). Actor: Germán Aragón Bautista    Demandado: Caja De Retiro De Las Fuerzas Militares.


� CONSEJO DE ESTADO. SECCION SEGUNDA. SUBSECCION "A". Consejero ponente: LUIS RAFAEL VERGARA QUINTERO. Diecinueve (19) de abril de dos mil doce (2012). Radicación número: 25000-23-25-000-2008-00886-01(1778-11). Actor: JOSE IGNACIO POSADA DUARTE. Demandado: CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES.
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